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4 de marzo de 2026
FD-416-2026

Recurso de revocatoria y apelación contra la Resolución de la 
Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026.

M.Sc., M.L. Jáirol Núñez Moya
Señor Vicerrector
Universidad de Costa Rica

Yo, Marcela Moreno Buján en mi condición de Decana de la Facultad de 
Derecho, interpongo en tiempo y forma Recurso de Revocatoria con 
Apelación en subsidio contra la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia 
VD-13660-2026, de fecha 2 de marzo de 2026, que anula el punto 25 de la 
Resolución FD-2-2026, por los siguientes motivos:

MOTIVOS DEL RECURSO.

PRIMERO. Falta de constatación de los hechos que fundamentan la 
Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026. 

La resolución impugnada declara la nulidad absoluta de la disposición que 
preveía la posibilidad de impartir cursos en diversas modalidades para el I 
Ciclo 2026, bajo el argumento de que no existía una situación de emergencia 
que justificara tal previsión, por lo que, el acto carecía de motivación 
suficiente. No obstante, dicha conclusión es errada y falsa porque se 
construye prescindiendo de la valoración integral del expediente 
administrativo.

La Vicerrectoría de Docencia mediante el oficio VD-649-2025 solicita a 
nuestra Facultad con plazo para el 4 de marzo de 2026 (oficios VD-751-2026 
y VD-773-2026) la siguiente información:
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“Por lo anterior, con la cordialidad de costumbre y en aras de 
establecer mecanismos idóneos de acompañamiento, solicito su 
colaboración para que nos responda las siguientes consultas y nos 
remita la siguiente información: 

1. Los informes, los criterios técnicos y la documentación 
actualizada que tenga a su haber, relacionadas con el estado de 
emergencia que se menciona en la resolución en cita y las 
condiciones estructurales del edificio de la Facultad de Derecho. 

2. Le solicito nos indique cuál fue el procedimiento llevado a cabo 
para la aprobación de dicha medida y su fundamento normativo 
universitario. 

3. Agradezco aclararnos, si además de la decanatura, esta medida 
por medio de la cual se faculta a las personas docentes a elegir 
discrecionalmente la modalidad en que se impartirá el curso, fue 
consultada a otros órganos de la Facultad de Derecho o si existió 
al respecto, un acuerdo por parte de esos otros órganos.”

b) Dicha medida se refiere al punto 25 de la Resolución FD-2-2026 de fecha 
4 de febrero de 2026 que señala:

25. Que para el I ciclo lectivo 2026 los cursos se impartirán en 
diversas modalidades, dada la situación de emergencia que impide 
utilizar totalmente el complejo de edificios, hasta que se autorice 
por parte de las autoridades universitarias responsables. Las 
personas docentes remitirán al Área de Docencia la respectiva 
modalidad del curso, que se pondrá en conocimiento de las 
personas estudiantes en la guía de horarios que se publicará en la 
página oficial de la Facultad, para que cada uno, considerando su 
situación particular, planifique y programe los cursos que vaya a 
matricular.

Este punto fue redactado de esa manera según se explica en el oficio FD-
375-2026

“Le informo que dicha Resolución fue emitida el 4 de febrero de 
2026 cuando todavía existía incertidumbre e incerteza de las 
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capacidades operativas y habilitaciones de los sistemas 
electromecánicos del edificio de la Facultad de Derecho. Dicha 
medida fue adoptada debido no sólo debido a lo anterior, sino ante 
la ausencia de respuesta de su dependencia al oficio FD-2521-2025 
de fecha 18 de noviembre de 2025.”

Es decir, el objeto de anulación de la Resolución de la Vicerrectoría es 
exactamente el mismo punto por el que se solicitó información a nuestra 
unidad académica, otorgando un plazo para ello, pero que la misma 
Vicerrectoría no respetó, porque la Resolución de la Vicerrectoría de 
Docencia VD-13660-2026 fue emitida dos días antes del vencimiento del 
plazo otorgado: el 2 de marzo de 2026.

Al 2 de marzo de 2026, la Vicerrectoría de Docencia jamás pudo haber tenido 
en su poder la respuesta de la Facultad de Derecho que fue emitida mediante 
el oficio FD-375-2026 con fecha 3 de marzo de 2026.

SEGUNDO: La Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-
2026 se emite existiendo una ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA NO 
PRECLUIDA. 

Lo anterior demuestra un grave vicio de la Resolución de la Vicerrectoría de 
Docencia dado que, nuestro oficio jamás fue tomado en cuenta por su 
dependencia, ni formó parte del motivo real y verdadero del acto 
administrativo de la Vicerrectoría. 

El oficio FD-375-2026 contiene ELEMENTOS FÁCTICOS ESENCIALES E 
IMPORTANTES y REFERENCIA DOCUMENTAL FUNDAMENTAL PARA LA 
CONSTATACIÓN DE LOS HECHOS de la Resolución de la Vicerrectoría de 
Docencia. Nunca fueron considerados para emitir alguna resolución, como 
bien se indica:

“En atención al punto 1 de la nota VD-649-2026, se procede a realizar una 
cronología de oficios sobre las problemáticas que debieron ser atendidas 
producto de las inundaciones por el desbordamiento del caudal de la 
Quebrada Los Negritos, registradas para los días 05 de junio, 15 de setiembre 
y 16 de octubre de 2025.
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ITEM # DE OFICIO FECHA ASUNTO

1. FD-2188-2025 23/9/2025 Solicitud de activación de póliza INS para atender 
las emergencias del 5 de junio 2025.

2. OAF-3541-2025 25/9/2025 Solicitud de información para aplicar la póliza INS 
por los daños del 05 de junio 2025.

3. OAF-3895-2025 22/10/2025 Solicitud de información para aplicar la póliza INS 
por los daños del 15 de setiembre 2025.

4. VRA-6242-2025 23/10/2025 Solicitud de requerimientos para proceder con la 
indemnización INS.

5. FD-2504-2025 14/11/2025 Envío del informe técnico con el detalle de 
mobiliario, equipo e infraestructura dañada que 
incluye el evento del 16 de octubre de 2026.

6. OAF-3409-2025 16/9/2025 Aviso al INS sobre la inundación del 15 de 
setiembre de 2025.

7. VRA-6803-2025 14/11/2025 Envío a la OAF del informe FD-2504-2025 para la 
activación del proceso de póliza de seguro.

8. FD-2321-2025 22/10/2025 Se informa a la Rectoría que se encuentra 
pendiente de reubicación del primer piso de la 
Facultad de Derecho debido a la inundación del 15 
de setiembre y 16 de octubre 2025.

9. OEPI-432-2025 30/10/2025 Recomendaciones de la OEPI para mitigar impacto 
de las inundaciones en la Facultad de Derecho.

10. R-8025-2025 03/11/2025 Solicitud de contacto para inicio de gestiones y 
requerimientos necesarios para la atención de las 
inundaciones en la Facultad.

11. FD-2498-2025 13/11/2025 Designación del Mg. Gustavo Pérez Astorga como 
enlace para las gestiones y revisión de 
requerimientos de infraestructura.

12. FD-2738-2025 16-9-2025 Solicitud de asignación de espacio físico para la 
reubicación de Consultorios Jurídicos, CONAPAM, 
Casa de Justicia y Clínica de Migración.   Se 
adjunta la recomendación para integrar los 
Consultorios Jurídicos ubicados en los circuitos 
judiciales.

13. OEPI-1715-2025 30/12/2025 Se remiten las láminas con las propuestas de 
reubicación de algunos espacios afectados en el 
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primer piso de la Torre A de la Facultad de 
Derecho.

14. FD-94-2026 21/1/2026 Se solicita a la Sección de Maquinaria y Equipo de 
la OSG retomar como prioritario los trabajos de 
restauración de la bomba de agua y del sistema 
contra incendios de las torres A y B de la FD.

15. FD-113-2026 28/1/2026 Declaración de indispensable, impostergable y 
urgente para los trabajos referidos en el oficio FD-
94-2026.

16. OSG-85-2026 29/1/2026 Se remite un detalle de las acciones ejecutas por 
las secciones que conforman la OSG con respecto 
a los trabajos de mantenimiento correctivo de los 
sistemas electromecánicos, reparaciones de 
infraestructura y habilitación de las agujas de 
acceso vehicular.

17. CIRCULAR 
INTERNA FD

2/3/2026 Se comunica a la comunidad docente, estudiantil y 
administrativa de la Facultad de Derecho que ya 
los trabajos de reparación fueron atendidos en un 
100% para el ingreso de la población estudiantil al 
I CICLO 2026.

Todo lo anterior, no quiso ser esperado ni conocido por la Vicerrectoría de 
Docencia, desconociendo además un hecho que fue evidente, público y 
notorio.

Por ello, la afirmación de la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-
13660-2026 de que:

“Por tanto, es posible concluir que no existe causa objetiva que 
impida la utilización del edificio de la Facultad de Derecho para que 
se puedan desarrollar las clases bajo la modalidad presencial, 
como corresponde, a partir del I Ciclo Lectivo de 2026.”

Es temeraria, tergiversa y desconoce completamente todo el proceso de 
reparaciones que sufrió el edificio de la Facultad explicado en el oficio 
solicitado por la misma Vicerrectoría (FD-375-2026) donde se explica paso a 
paso los requerimientos para cada situación acontecida, pero que, aún con 
conocimiento la Vicerrectoría del plazo para la respuesta, fue ignorado y 
emitida la Resolución dos días antes, del vencimiento del plazo.
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La Resolución de la Vicerrectoría de Docencia presenta una ausencia 
del motivo del acto administrativo en violación del artículo 133 de la 
LGAP.

1. El artículo 133 de la Ley General de la Administración Pública señala 
que:

“Artículo 133.-

1. El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta 
para dictar el acto.”

El ordenamiento jurídico costarricense exige que el motivo sea legítimo y 
existente al momento de dictarse el acto; en este caso, al 4 de febrero no 
había comunicación de parte de las autoridades universitarias de la 
habilitación del edificio para su funcionamiento. Por ello, a esa fecha el motivo 
de la redacción de la Resolución FD-2-2026 fue la protección preventiva de 
la comunidad universitaria y la continuidad del servicio público educativo ante 
un riesgo no completamente despejado. No puede emitirse un acto 
administrativo si está pendiente otro acto de igual importancia que determina 
la motivación del acto administrativo. 

El oficio FD-375-2026 expone de manera detallada la cronología de 
actuaciones, informes técnicos, gestiones ante la Rectoría, la OEPI, la OSG 
y la Vicerrectoría de Administración, así como la situación objetiva de 
incertidumbre que prevalecía al momento de dictarse la Resolución FD-2-
2026 de 4 de febrero de 2026 y, es muy recientemente, hasta fines de febrero 
que puede hablarse de una capacidad operativa del 100%, tal y como fue 
informado a la comunidad universitaria mediante la Circular Interna FD-5-
2026.

Es indispensable precisar que, la resolución anulada fue emitida el 4 de 
febrero de 2026, en un contexto en el que aún no se contaba con el oficio 
VRA-879-2026 de la Vicerrectoría de Administración de 26 de febrero de 
2026 citado posteriormente como fundamento central de la Vicerrectoría de 
Docencia, que se usó para descartar la emergencia aludida en la Resolución 
FD-2-2026 del 4 de febrero. Pretender evaluar la razonabilidad de una 
decisión administrativa con base en información técnica sobrevenida implica 
un análisis retrospectivo distorsionado que genera un evidente vicio de 
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legalidad y razonabilidad, dejando disconforme con el ordenamiento 
jurídico, el acto administrativo emitido por la Vicerrectoría de Docencia según 
artículos 128 y 158 de la LGAP. 

El derecho administrativo exige valorar el acto conforme a las circunstancias 
existentes al momento de su emisión, no a la luz de datos posteriores que no 
estaban disponibles para la autoridad que decidió. La Decanatura actuó 
frente a un escenario real de incerteza operativa derivado de inundaciones 
reiteradas, reparaciones en curso y solicitudes de intervención técnica, lo cual 
se encuentra documentado en el expediente y detallado en los oficios FD-
2521-2025 y FD-375-2026 de respuesta mencionados e ignorados por la 
Vicerrectoría de Docencia.  Por lo que, su Resolución no es válida, por 
violación al elemento del acto administrativo del motivo, regulado en el 
artículo 133 de la LGAP. Sus hechos no eran los hechos que existieron ni 
existen a hoy día, por lo que deviene en nula. Tal fundamentación es ilógica 
e irracional.

TERCERO: La Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-
2026 ignora el mutismo administrativo creado por la misma 
Vicerrectoría a la no respuesta del oficio FD-2521-2025.

Tampoco resulta acertada la afirmación de que:

“Pese a todo lo anterior, a la fecha, la Facultad de Derecho no ha 
remitido información alguna ante la Vicerrectoría de Docencia, que 
permita acreditar el cumplimiento de estos requisitos establecidos 
con naturaleza vinculante desde noviembre del año 2023. Es por 
esta razón, que no resulta jurídicamente válido que con la 
Resolución de la Facultad de Derecho FD-2-2026 se haya 
dispuesto que, a discreción completa de cada persona docente, se 
pueda determinar la modalidad en que se impartirá cada curso para 
el primer ciclo 2026.”

Como se indicó en el oficio FD-375-2026 que su despacho no quiso esperar 
e irrespetó el plazo otorgado para brindar la información correspondiente, 

“…De la lectura del párrafo 25 de la Resolución FD-2-2026 no se 
encuentra la palabra “discrecionalmente” que usted menciona en 
su consulta. En ningún momento se dejó a merced de los docentes 
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la libertad absoluta, total y plena de impartir como fuera de su gusto 
y conveniencia los cursos de la Facultad de Derecho. Cuando se 
solicita a los docentes indicar la modalidad del curso, se refiere a la 
determinación de las destrezas, capacidades y competencias 
digitales que podría implementar a la luz de sus propias habilidades 
y las de los objetivos del curso. Tal solicitud debe cumplir las 
resoluciones de su despacho sobre virtualidad, horas mínimas 
cursadas, etc. Por lo que, deviene también en inaplicable e 
innecesario señalar si ello se consulta a otros órganos de la 
Facultad o acuerdos al respecto porque primero, dicha Resolución 
FD-2-2026 se emite en condiciones de incerteza y a la espera de 
las reparaciones del edificio. Segundo, porque las condiciones 
actuales de la habilitación del edificio son otras en beneficio del 
estudiantado. Con todo lo anterior, se rinde el informe 
correspondiente en el tiempo y forma señalado. 

Acotación final: Nuestra Facultad se encuentra ante, y a expensas, 
de una situación extraordinaria causada por un evento 
PREVISIBLE, REPETIBLE pero INEVITABLE, que generan las 
grandes y graves consecuencias que requieren de meses y meses 
de reparación y recuperación edilicia para ser atendidas. Por lo que, 
agradeceríamos un mayor diálogo institucional, un mayor 
acompañamiento técnico y una búsqueda de soluciones conjuntas, 
no constantes e infructuosos interrogatorios de hechos, informes, 
documentos, normativas y procedimientos, que en lugar de atender 
las necesidades institucionales imperantes de miles de estudiantes 
de nuestra Facultad. Por lo que, resulta indispensable que dicho 
diálogo se sustente en criterios objetivos, oportunos y respetuosos 
de las competencias propias de las diversas autoridades 
institucionales, evitando imputaciones anticipadas o desabridas 
valoraciones que puedan comprometer la gobernanza y 
transparencia institucional, seguridad jurídica y la confianza 
administrativa, procurando, por el contrario, la gestión y buena 
marcha de la Universidad.”
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Por ello es incorrecto afirmar que se produjo una invasión de competencias 
de parte de nuestra Facultad. La disposición cuestionada no reformó planes 
de estudio, no autorizó formalmente grados de virtualidad en contravención 
de la Resolución VD-12784-2023, ni sustituyó la potestad última de la 
Vicerrectoría de Docencia para aprobar modalidades distintas a la presencial. 

Lo que se estableció fue una previsión condicionada y programática, sujeta a 
la evolución de las precarias condiciones materiales del edificio y a las 
autorizaciones correspondientes. No se trató de una delegación irrestricta ni 
de una discrecionalidad absoluta otorgada al personal docente, sino de una 
gestión administrativa preventiva destinada a garantizar continuidad 
académica y orden en el proceso de matrícula en un contexto extraordinario.

De igual manera, la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-
2026, desconoce los propios actos de autorización que ha otorgado por 
escrito y de manera expresa a la Facultad de Derecho, respecto al 
componente de virtualidad de la carrera, que se detallan a continuación:

RELACIÓN CRONOLÓGICA DEL COMPONENTE DE VIRTUALIDAD DE 
LA FACULTAD DE DERECHO

1. 21 de julio de 2025. Oficio FD-1559-2025.

“Seguimiento a oficio CEA-1801-2024, donde se atiende la recomendación 
del Centro de Evaluación Académica de iniciar el proceso de revisión integral 
del plan de estudios a la luz de la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia 
VD-12984-2024 y donde se solicita al mismo tiempo la aplicación del del 
numeral 25 de la Resolución VD-12784-2023 para que con el objetivo de 
incorporar el subproceso de inclusión del componente virtual en los cursos de 
la carrera en el procedimiento de revisión integral del plan de estudios por 
iniciar.”

2. 26 de setiembre del 2025. Oficio CEA-2046-2025.

“El Centro de Evaluación Académica brinda respuesta al oficio FD-1559-
2025, confirmando que se recibe con agrado el acoger la recomendación del 
inicio del proceso de revisión integral del plan de estudios a la luz de la 
Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-12984-2024 y sobre la 
solicitud de incorporar la reflexión sobre el componente virtual como parte del 
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proceso de revisión integral del plan de estudios de la carrera de Derecho, se 
tomó nota y se procedió a remitir a la Vicerrectoría de Docencia para su 
información y respectiva valoración.”

3. 07 de octubre de 2025. Oficio FD-2262-2025.

“Se brinda seguimiento a las disposiciones de la Resolución VD-12784-2023 
y sus modificaciones (VD-14563-2023, VD2092-2024 y VD-7410-2024), y se 
remitieron a la Vicerrectoría de Docencia los informes: “Diagnóstico de 
Capacidades Tecnológicas y Necesidades de Capacitación del Personal 
Docente” y “Diagnóstico de Capacidades Tecnológicas del Estudiantado”.”

4. 13 de octubre de 2025. Oficio VD-3332-2025.

“La Vicerrectoría de Docencia acusa recibido del oficio FD-2262-2025 y los 
informes: “Diagnóstico de Capacidades Tecnológicas y Necesidades de 
Capacitación del Personal Docente” y “Diagnóstico de Capacidades 
Tecnológicas del Estudiantado”, confirmando aval y cumplimiento de lo 
dispuesto por la Resolución VD-127842023 y sus reformas en lo 
correspondiente por parte de la Facultad de Derecho.”

5. 16 de octubre de 2025. Oficio FD-2300-2025.

“Se brinda seguimiento al oficio VD-3332-2025 y se solicitó a la Vicerrectoría 
de Docencia aval para la asignación de una asesoría curricular que 
acompañe el procedimiento para la inclusión del componente virtual en el plan 
de estudios de la carrera de Bachillerato y Licenciatura en Derecho.”

6. 04 de noviembre de 2025. Oficio VD-3594-2025.

“La Vicerrectoría de Docencia brinda seguimiento al oficio FD-2300-2025 y 
avala la solicitud de asignación de una asesoría curricular que acompañe el 
procedimiento para la inclusión del componente virtual en el plan de estudios 
de la carrera de Bachillerato y Licenciatura en Derecho.”

7. 04 de noviembre de 2025. Oficio FD-2427-2025.

“Se brinda seguimiento al oficio CEA-2046-2025, y se comunicó al Centro de 
Evaluación Académica, con copia al Vicerrector de Docencia, sobre los 
acuerdos en firme tomados por la Asamblea de Facultad para iniciar del 
proceso de revisión y reforma integral del Plan de Estudios de la carrera de 
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Bachillerato y Licenciatura en Derecho, así como la ratificación de la 
propuesta de conformación de la Comisión Curricular, así como la 
conformación de la Comisión de Virtualidad de la Unidad Académica.”

8. 06 de noviembre de 2025. Oficio CEA-2796-2025.

“El Centro de Evaluación Académica brinda seguimiento al oficio FD-2300-
2025 y se comunica la designación de la persona que asumirá la asesoría 
curricular del proceso de integración del componente virtual en el plan de 
estudios.”

9. 18 de noviembre de 2025. Oficio FD-2521-2025.

“Se remitió a la Vicerrectoría de Docencia propuesta y justificación de plan 
remedial Institucional para el año 2026, dirigido a prevenir y corregir de 
manera anticipada y estratégica las interrupciones académicas recurrentes 
derivadas de las inundaciones provocadas por el desbordamiento de la 
Quebrada Los Negritos durante la época lluviosa.”

10. 20 de noviembre de 2025. Oficio CEA-2875-2025.

“El Centro de Evaluación Académica brinda seguimiento a los oficios FD-
2480-2025, FD-2427-2025 y VD 3682-2025, informando la asignación de la 
asesoría curricular correspondiente para atender los procesos de integración 
del componente virtual a la propuesta curricular y de revisión integral del plan 
de estudios.”

11. 20 de febrero de 2026. Oficio VD-649-2026.

“La Vicerrectoría de Docencia solicita información sobre la implementación 
de la Resolución FD-2-2026 "Normas y procedimientos internos de matrícula 
aplicables al primer ciclo lectivo 2026".”

12. 24 de febrero de 2026. Oficio FD-262-2026.

“Se brinda seguimiento al oficio VD-649-2026, solicitándose, previo a 
contestar el oficio indicado, se brindara respuesta al oficio FD-2521-2025 de 
fecha 18 de noviembre de 2025, donde se hizo la consulta a la Vicerrectoría 
de Docencia sobre los señalamientos requeridos.”

13. 26 de febrero de 2026. Oficio VD-751-2026.
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“Hasta el 26 de febrero del 2026 la Vicerrectoría de Docencia se pronunció, 
por primera vez, sobre lo indicado en el oficio FD-2521-2025, mediante el cual 
se remitió propuesta y justificación de plan remedial Institucional para el año 
2026, dirigido a prevenir y corregir de manera anticipada y estratégica las 
interrupciones académicas recurrentes derivadas de las inundaciones 
provocadas por el desbordamiento de la Quebrada Los Negritos durante la 
época lluviosa.”

14. 27 de febrero de 2026. Oficio VD-773-2026.

“Corrección de fecha en oficio VD- 751-2026, señalándose la presentación de 
lo requerido para el 04 de marzo de 2026.”

De todo lo anterior, debemos expresar que:

-Ante la imposibilidad material sobrevenida de utilizar el edificio, y un mes 
antes del vencimiento del plazo de entrega (19 de diciembre de 2025), se 
envió el oficio FD-2521-2025 de fecha 18 de noviembre de 2026. 

Dicho oficio nunca tuvo respuesta, hasta que CUATRO MESES DESPUÉS 
fue nuevamente referenciado por nuestra unidad académica en la fecha 24 
de febrero de 2026, (Oficio FD-262-2026) que fue por primera vez respondido 
mediante el oficio VD-751-2026. Este oficio presenta otra contradicción 
fundamental una incongruencia que fue señalada el oficio FD-375-2026 (que 
su Vicerrectoría IGNORÓ) allí se indica que:

“De manera respetuosa se debe señalar que, lamentamos que el 
contenido del oficio VD-751-2026 incurra en una eventual falsa 
imputación y eventual adelantamiento de criterio de su parte, al 
asumir como hecho consumado una supuesta implementación no 
autorizada del denominado Plan Remedial 2026, al indicar que: 

“…En consecuencia, se ha identificado que, a pesar de que esta 
Vicerrectoría no ha autorizado la ejecución del plan remedial, la 
decanatura de la Facultad de Derecho a su cargo, emitió dicho acto 
administrativo con el objetivo implementarlo…” 

Cuando anteriormente en el mismo oficio señala: 

“…Sin embargo, a dicho oficio no fue adjuntado ningún plan, tan 
solo se expone el riesgo que la decanatura aduce haber identificado 
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y las ventajas de su operacionalización, pero no se acompañó 
documento alguno con el contenido del plan ni las medidas 
concretas que se pretendían adoptar.” (subrayado es del original).

Por lo que, dicha imputación es contradictoria, pues no puede 
atribuirse a la Facultad una supuesta aplicación de algún plan 
remedial, si precisamente se indica que no se aportó ningún plan 
remedial y agradecería que se rectifique a la brevedad para evitar 
confusiones, ambigüedades o malentendidos legales. 

Contrario a lo afirmado en el oficio VD-751-2026, la sugerencia de 
Plan Remedial Institucional 2026 fue debidamente expuesta, 
fundamentada y justificada en el oficio FD-2521-2025. Es llamativo 
también que, al transcurrir aproximadamente cuatro meses sin 
pronunciamiento alguno por parte de la Vicerrectoría a su cargo, 
ahora se reproche a esta Facultad implementar una supuesta 
disposición, que fue consecuencia del mutismo administrativo 
prolongado que generó incertidumbre e incerteza. Por ello, no es 
irregular que la unidad académica en ejercicio de las competencias 
ordinarias procure garantizar la continuidad académica, la 
seguridad de la comunidad universitaria y el orden del proceso de 
matrícula que, como usted ha apoyado en diversos oficios que 
emitió a nuestra Facultad, y desde el apoyo al proceso de reforma 
curricular (acciones iniciales establecidas en el oficio FD-1559 2025 
del 21 de julio de 2025), que va a incluir los diversos componentes 
y grados de virtualidad.”

Por todo lo anterior, deviene en infundada e improcedente la alegación de 
que los profesores de la Facultad de Derecho actuaron de manera 
discrecional y en contravención de las resoluciones de la Vicerrectoría de 
Docencia. Nuevamente le recalco que el punto 25 de la Resolución FD-2-
2026 nunca mencionó discrecionalidad ni absoluta virtualidad sin aplicación 
de los requisitos de sus resoluciones de virtualidad:

“25. Que para el I ciclo lectivo 2026 los cursos se impartirán en 
diversas modalidades, dada la situación de emergencia que impide 
utilizar totalmente el complejo de edificios, hasta que se autorice 
por parte de las autoridades universitarias responsables. Las 
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personas docentes remitirán al Área de Docencia la respectiva 
modalidad del curso, que se pondrá en conocimiento de las 
personas estudiantes en la guía de horarios que se publicará en la 
página oficial de la Facultad, para que cada uno, considerando su 
situación particular, planifique y programe los cursos que vaya a 
matricular.”

Por lo que, ante la evidente ausencia de motivo de la Resolución de la 
Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026, hay un choque fundamental con 
el artículo 133 de la LGAP que genera el grave perjuicio de OBLIGAR 
injustificadamente a todos los profesores de todos los cursos de la carrera de 
Derecho a impartir sus cursos de manera presencial, a pesar del 
cumplimiento de muchos de ellos del requisito de las 30 horas en 
competencias digitales o la posibilidad el uso de la plataforma de Mediación 
Virtual y ante la ausencia de respuesta útil y oportuna de su despacho al FD-
2521-2025.

QUINTO: La Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026 
viola los mecanismos básicos de anulación de los actos 
administrativos.

La declaración de nulidad absoluta resulta desproporcionada e improcedente 
conforme a los artículos 165 y 166 de la Ley General de la Administración 
Pública.  

La resolución de la Vicerrectoría indica que la actuación administrativa se 
originó en una denuncia presentada por una persona estudiante, cuyo 
contenido motivó la revisión del acto administrativo de la Facultad. Sin 
embargo, una denuncia administrativa no constituye, en sentido jurídico 
estricto, una vía procesal administrativa como un incidente de nulidad ni un 
recurso administrativo formalmente estructurado para cuestionar la 
validez de un acto administrativo. La denuncia es únicamente un 
mecanismo de puesta en conocimiento de supuestos hechos ante la 
Administración, cuyo objeto es alertar o informar sobre una posible 
irregularidad, pero no sustituye los procedimientos establecidos en el 
ordenamiento para discutir la invalidez de un acto, los cuales la Vicerrectoría 
de Docencia desconoció por completo, violándose con ello el principio de 
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legalidad administrativa. Es clara la normativa al señalar en su artículo 173 
de la LGAP que:

“1. Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de 
derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada 
por la Administración en la vía administrativa, sin 
necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de 
lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-
Administrativo, previo dictamen favorable de la 
Procuraduría General de la República; este dictamen es 
obligatorio y vinculante.

[…]

3. Previo al acto final de anulación de los actos a que se 
refiere este artículo, la Administración deberá dar 
audiencia a las partes involucradas y cumplir con el 
debido procedimiento administrativo ordinario dispuesto 
en esta Ley.”

En este caso, la resolución de la Vicerrectoría salta INMEDIATA, 
AUTOMÁTICA Y DIRECTAMENTE desde la existencia de una denuncia 
hacia la declaración de nulidad absoluta, sin que medie un recurso o 
incidente de nulidad propiamente planteado, sin apertura de un 
procedimiento contradictorio orientado a discutir la validez del acto, y 
sin valorar integralmente la información posterior remitida por la 
Facultad. 

Este tránsito directo desde la denuncia hacia la declaratoria de nulidad 
absoluta resulta jurídicamente ilegal, pues confunde la función informativa de 
la denuncia con los mecanismos formales de control de legalidad previstos 
por el ordenamiento administrativo. Así, como la Resolución de la 
Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026, no cumplió esos grandes 
requerimientos por lo que, viola gravemente el principio de legalidad 
administrativa por no usar las vías procesales correspondientes y deviene en 
nula.

La Ley General de la Administración Pública establece que la invalidez de los 
actos administrativos debe analizarse dentro de los procedimientos 
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correspondientes, ya sea mediante los recursos administrativos ordinarios o 
a través de los mecanismos de revisión que garanticen el debido proceso, la 
participación de las partes interesadas y la valoración integral del expediente. 

La nulidad absoluta, por su gravedad, exige una comprobación rigurosa de la 
ausencia de elementos esenciales del acto administrativo.  No se trata de una 
potestad que pueda ejercerse de manera automática ante la simple 
existencia de una denuncia o inconformidad, sino de una decisión que debe 
surgir de un análisis exhaustivo del procedimiento, de la competencia, del 
motivo, de la finalidad y de la proporcionalidad de la medida. Por ello la 
Resolución de la Vicerrectoría de Docencia es Ilegal al no acatar y aplicar las 
vías procesales correspondientes y con ella generar una violación al principio 
de legalidad administrativa, por estar en franca violación de los artículos 165, 
166, 173, 342 y siguientes de la LGAP y los artículos 225 y siguientes del 
Estatuto Orgánico1.

La nulidad absoluta constituye la sanción más severa que puede recaer sobre 
un acto administrativo. La jurisprudencia administrativa y la doctrina coinciden 
en que, dicha nulidad sólo procede cuando existe una ausencia total de 
alguno de los elementos constitutivos del acto, tales como la competencia, el 
objeto, el motivo o la finalidad. En el presente caso, ninguno de esos 
elementos estuvo ausente. La Decanatura actuó en ejercicio de sus 
competencias generales de gestión académica otorgadas por el Estatuto 
Orgánico y el Reglamento de Régimen Académico Estudiantil, con la finalidad 
legítima de garantizar la continuidad del servicio educativo y la seguridad de 
la comunidad universitaria, motivando su decisión en un contexto 
documentado de incertidumbre operativa derivada de eventos climáticos y 
reparaciones institucionales.

Por todo lo anterior, la declaración de nulidad absoluta del punto 25 de la 
Resolución FD-2-2026 resulta improcedente tanto desde el punto de vista 
procedimental como sustantivo. Procedimentalmente, porque se origina en 
una denuncia que no constituye un mecanismo idóneo para atender una 
pretensión de nulidad ni declarar la invalidez radical de un acto administrativo 

1 ARTÍCULO 225.- Procedencia y tramitación de los recursos de revocatoria y de apelación Los recursos de 
revocatoria y de apelación podrán plantearse únicamente contra: a) El acto que inicie el procedimiento 
administrativo. b) El acto que acuerde o deniegue una medida cautelar. c) El acto que deniegue una 
comparecencia oral o cualquier medio de prueba. d) El acto final. El plazo para presentar estos recursos es de 
cinco días hábiles.
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sin la tramitación adecuada. Sustantivamente, porque el acto de la Facultad 
de Derecho contaba con competencia funcional, finalidad legítima, motivación 
contextual y forma regular, elementos que excluyen la posibilidad de 
considerar inexistente o radicalmente inválido el acto administrativo.

Por el contrario, la incorrecta la anulación absoluta de un acto administrativo 
válido, vigente y eficaz deviene en responsabilidad para el funcionario 
ejecutante de conformidad con el artículo 173 de la LGAP:

“5) La anulación administrativa de un acto contra lo dispuesto en 
este artículo, sea por omisión de las formalidades previstas o por 
no ser absoluta, evidente y manifiesta, será absolutamente nula, y 
la Administración estará obligada, además, al pago por daños, 
perjuicios y costas; todo sin perjuicio de las responsabilidades 
personales del servidor agente, de conformidad con el segundo 
párrafo del artículo 199.”

SEXTO: La Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026 
IMPONE un procedimiento inviable e irracional de atención de 
emergencias para la Facultad, sin capacidad, competencia, funciones ni 
estudios técnicos que lo avalen.

En el mismo sentido, resulta jurídicamente objetable —y materialmente 
irrazonable— las “reglas” de atención del riesgo que la Resolución de la 
Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026 introduce en su parte dispositiva, 
al pretender regular, de manera rígida y estandarizada, cómo debe reaccionar 
la Decanatura ante eventos de emergencia: (i) autorizando suspender clases 
únicamente por un plazo fijo de cinco días hábiles; (ii) imponiendo que, 
vencido ese plazo, deba “levantarse” la suspensión para pasar a virtualizar 
bajo condiciones de excepción; y (iii) ordenando el “regreso inmediato” a la 
presencialidad una vez que “cesen los efectos del evento”.

Incapacidad e incompetencia de la autoridad. Desde la perspectiva de 
buena administración y proporcionalidad, las “reglas” impuesta por una 
autoridad sin capacidad, competencia y funciones como lo es la Vicerrectoría 
de Docencia, sacrifica innecesariamente la capacidad de gestión responsable 
de la Decanatura en el terreno in situ, que es quien enfrenta de manera 
directa los efectos del evento, la logística de la comunidad universitaria y el 
proceso docente. Las “reglas” de la Resolución no distinguen entre un 
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evento leve y uno severo, ni entre afectaciones parciales o totales, ni 
entre riesgos inmediatos o latentes, no es un protocolo: es una receta que 
presume normalidad donde precisamente lo que existe es contingencia.

En particular, la resolución no acompaña —ni incorpora como fundamento— 
un peritaje, informe o criterio técnico integral de gestión del riesgo que 
justifique por qué “cinco días” sería el umbral correcto, ni por qué la transición 
obligatoria a virtualidad después de ese plazo sería la respuesta institucional 
“natural”, ni por qué el retorno a la presencialidad debe ser “inmediato”, 
violando los principios de fundamentación de los actos administrativos 
señalados en el artículo 136 de la LGAP.

Ausencia de estudios técnicos idóneos. Esa ocurrencia decisional, lejos 
de ser un mecanismo prudente de administración del riesgo, constituye una 
regla de actuación precipitada y potencialmente peligrosa. La Resolución 
de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026 se dicta sin sustento técnico 
suficiente, sin acreditación de criterios académicos o pedagógicos que la 
hagan viable, y sin estudio especializado que permita afirmar que un plazo 
uniforme de cinco días resulta idóneo, necesario y proporcional para la 
diversidad de escenarios posibles que, precisamente, caracterizan a los 
fenómenos de riesgo y peligro (máxime cuando se trata de eventos 
hidrológicos reiterados y con afectación diferenciada por áreas, accesos, 
servicios, funcionamiento de dependencias y condiciones de seguridad 
operacional del edificio), que requieren meses de reparación y 
mantenimiento. 

Por lo anterior, dicha resolución carece de una fundamentación para 
establecer las reglas de riesgo para atender emergencias que ocurran en la 
Facultad de Derecho a raíz de las inundaciones provocadas por el 
desbordamiento de la Quebrada Los Negritos, usurpando funciones de otras 
dependencias universitarias (Vicerrectoría de Administración, OEPI, 
Seguridad y Tránsito, OSG, etc.) en crasa violación de los artículos 129 al 
133 de la LGAP y la normativa universitaria relacionada.

Al contrario: la propia lógica administrativa de prevención exige que las 
decisiones en materia de seguridad y continuidad del servicio educativo se 
adopten con base en análisis situacionales, evidencias técnicas actualizadas, 
evaluación del impacto real en infraestructura, servicios esenciales 
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(electricidad, accesos, sistemas de bombeo, rutas de evacuación, 
salubridad), y condiciones efectivas para la operación académica segura. 

La irracionabilidad de la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-
13660-2026 se agrava porque se impone un esquema de “ida y vuelta” 
(presencial–suspensión–virtualidad–presencial inmediata) como si la 
Universidad operara en un laboratorio sin fricción, cuando el funcionamiento 
académico real requiere una planificación mínima: adecuación de 
evaluaciones, reprogramación de actividades presenciales, reorganización 
de aulas y grupos, comunicación formal a estudiantes y docentes, habilitación 
de plataformas, ajustes en guías académicas y atención diferenciada a cursos 
con componentes prácticos. Que al no ser debidamente previstas y 
planificadas deviene en una evidente violación del principio de razonabilidad, 
proporcionalidad y oportunidad del acto administrativo.

Obligar a “volver de inmediato” a la presencialidad, sin un proceso de 
verificación gradual y sin medir la capacidad real de operación, es equivalente 
a ordenar que el proceso educativo se comporte como un interruptor: 
encendido/apagado. Eso no solo es impracticable; también compromete el 
interés superior del estudiantado, que la propia Vicerrectoría invoca como 
principio rector en sus lineamientos, porque introduce incertidumbre logística 
y académica y, peor aún, puede forzar la exposición a riesgos residuales no 
advertidos o no evaluados con suficiencia.

Si se pretende imponer a una unidad académica un régimen detallado de 
manejo del riesgo —con plazos, condiciones y consecuencias— lo mínimo 
exigible es demostrar que esa regulación se apoya en criterios técnicos 
competentes y en un análisis académico razonable. Situación que no se 
presenta en la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia. 

Aquí, en cambio, se adopta una regla general abstracta, sin anexos 
técnicos, sin matriz de riesgos y peligros, sin escenarios definidos, sin 
indicadores de retorno seguro, sin delimitación de autoridad técnica 
que “certifique” el cese del riesgo, y sin un mecanismo institucional de 
coordinación operativa que evite que la unidad académica quede 
obligada a tomar decisiones con tiempos perentorios, pero sin insumos 
técnicos.
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En contextos de riesgo y peligro, la administración superior debe coordinar, 
proveer soporte técnico y establecer marcos flexibles basados en evidencia; 
no encorsetar la toma de decisiones con un plazo uniforme y una orden de 
retorno inmediato, pero, sin estudios que demuestren que esa rigidez produce 
mejores resultados que un esquema escalonado, condicionado y verificable, 
es decir, se presenta una falta de fundamentación del acto administrativo en 
violación del artículo 133 y 136 de la LGAP.

SETIMO: La Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026 
viola el principio de no contradicción del acto administrativo:

Contradicción lógica. La propia resolución reconoce que debe atenderse a 
“criterios técnicos emitidos por las instancias competentes” para prórrogas o 
medidas adicionales; sin embargo, paradójicamente fija por adelantado el 
plazo y la obligación de retorno inmediato, como si el criterio técnico fuera 
accesorio, cuando debería ser el centro de gravedad de toda decisión de 
riesgo y peligro, por lo que, se presenta una clara contradicción de la 
Resolución de la Vicerrectoría, violatoria del artículo 16 de la LGAP.

De igual manera, extraña que la Vicerrectoría de Docencia manifieste en su 
Resolución VD-13660-2026 e imponga que:

“2. Se dispone que la totalidad de los cursos ofertados para el 
primer ciclo 2026 de la carrera de Bachillerato y Licenciatura en 
Derecho de la Sede Rodrigo Facio, se impartirán bajo la modalidad 
presencial, salvo los de Investigación Dirigida, Seminario de 
Graduación y las Prácticas Dirigidas, dada su naturaleza.”

Cuando la Investigación Dirigida, Seminario de Graduación y las Prácticas 
Dirigidas, no son cursos, sino actividades del quehacer de la investigación  al 
ser trabajos finales de graduación regulados por el Reglamento general de 
los trabajos finales de graduación en grado para la Universidad de Costa Rica 
y su regulación y disposición han de emanar de la Vicerrectoría de 
Investigación.
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DERECHO Y PRETENSIÓN

Por todo lo anterior, y de conformidad con los artículos 129 y siguientes de 
Ley General de la Administración Pública, el Estatuto Orgánico y demás 
normativa universitaria, se solicita: 

-Revocar la Resolución de la Vicerrectoría de Docencia VD-13660-2026, que 
declara la invalidez del punto 25 de la Resolución FD-2-2026 por los motivos 
anteriormente señalados, por infundada e improcedente.

-Se eliminen sustancialmente esas disposiciones de “reglas” de emergencia, 
por la inexistencia de un marco operativo técnicamente sustentado, 
coordinado con las instancias competentes en gestión del riesgo y peligro, y 
académicamente viable, de manera que cualquier suspensión, virtualización 
excepcional o retorno a la presencialidad se determine con base en criterios 
verificables, evidencia técnica documentada y una planificación mínima que 
resguarde la integridad de las personas estudiantes, docentes, 
administrativas y la continuidad razonable del proceso educativo.  

-En caso de rechazo del presente Recurso de Revocatoria se eleve el 
Recurso de Apelación en alzada a la Rectoría para el trámite correspondiente.

Atentamente,

<MARCA_FIRMA_DIGITAL>
Dra. Marcela Moreno Buján
Decana

MMB/gbb
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